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         ECONOMIA SOCIAL


Expediente AR-10/2013.


LAUDO  que dicta el Árbitro D. José Francisco Duchel Rubio en el procedimiento de arbitraje en derecho promovido por D. XXXXX contra la entidad mercantil XXXXX, sobre impugnación de acuerdo adoptado por la Asamblea General de fecha 22 de febrero de 2013, el cual ratifica uno anterior del Consejo Rector de fecha 21 de febrero de 2013.


ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Con fecha 15 de mayo de 2013 se dirigió al Consejo Regional  de Economía Social de Castilla-La Mancha solicitud de arbitraje suscrita por D. XXXXX, en la que reclamaba la impugnación del acuerdo adoptado en la Asamblea General de fecha 22 de febrero de 2013, por el que se ratificaba uno anterior del Consejo Rector de la entidad cooperativa XXXXX, adoptado el 21 de febrero de 2012, acuerdo este por el que se comunicaba la imposición de una sanción de 599 Euros por la comisión de una falta tipificada en los estatutos sociales de la referida cooperativa y calificada como grave.  

SEGUNDO: Una vez admitida a trámite la demanda, se dio traslado de la misma a la cooperativa afectada, procediendo a su contestación con fecha 2 de diciembre de 2013, en tiempo y forma, mediante escrito en el que se recogían las alegaciones que a su derecho convenían. 

TERCERO: Designado con fecha 8 de mayo de 2014 el árbitro que suscribe el presente Laudo con objeto de dirimir la cuestión planteada, las partes interesadas en el presente procedimiento fueron convocadas para celebrar el pasado 12 de junio de 2014 la comparecencia prevista en el artículo 22.2 de Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa. 

	Compareció en la fecha acordada D. XXXXX, en su propio nombre y derecho; por parte de la cooperativa compareció D. XXXXX en su condición de presidente de la entidad, quien en ese mismo acto otorgó representación a favor del Letrado D. XXXXX, adscrito al Ilustre Colegio de Abogados de Toledo con el número XXX de colegiación.  

En la referida comparecencia ambas partes procedieron a ratificar de forma íntegra el contenido y las alegaciones vertidas en sus respectivos escritos tanto de solicitud de arbitraje como de contestación. 
	 
CUARTO: No obstante lo anterior, lo reseñable es que durante la celebración de la comparecencia para fijar los términos de la cuestión litigiosa, y tras un breve periodo de deliberación, ambas partes lograron alcanzar un acuerdo por el que poner fin a la controversia objeto de arbitraje, solicitando además que el contenido de dicho convenio formara parte del presente Laudo, sin que el árbitro que suscribe encontrara razón alguna para oponerse a lo requerido. Por tanto, se procede a elevar a la categoría de Laudo la solución que ambas partes han decidido de mutuo acuerdo.
	

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO: El presente procedimiento arbitral se encuadra dentro de la previsión del artículo 167 de la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, que establece esta solución para los conflictos que surjan entre los socios y la cooperativa a la que pertenezcan.

	Más concretamente, el Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, reconoce en su artículo 3.1.a) legitimación activa para intervenir en procedimientos arbitrales a quienes estén en posesión de la condición de socio de una cooperativa o sociedad laboral castellano-manchega, tal y como sucede en el presente caso.

Por último, la Disposición Final de los estatutos de la entidad cooperativa que nos ocupa somete a mediación, arbitraje y conciliación las discrepancias o controversias que puedan surgir entre los socios y la propia cooperativa. 

SEGUNDO: La consideración del arbitraje como un equivalente con identidad propia a los tribunales de justicia debe ir precedida de forma ineludible de la propia voluntad de las partes, que son en definitiva quienes optan por esta vía para resolver su conflicto. De tal modo, esa voluntad se traduce en lo que tradicionalmente se viene denominando “convenio arbitral”, por el que los enfrentados en litigio deciden someter –normalmente con anterioridad a la controversia- su resolución a este medio alternativo. Dicho “convenio” suele estar recogido en el contrato principal o, como ocurre en el presente caso, en los estatutos de la entidad cooperativa demandada, a los cuales se adhieren todos los socios que forman parte de ella.

	Es en este contexto de prevalencia de la voluntad de las partes es el que se circunscribe el artículo 144 de la Ley 20/2002, de Cooperativas de Castilla-La Mancha –texto normativo aplicable al presente caso-, al establecer que los conflictos que surjan entre socios y la cooperativa a la que pertenezcan podrán ser sometidos al arbitraje del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha. Asimismo, el artículo 16 del Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, establece que para acudir a estos procedimientos de solución de conflictos es necesario que las partes estén obligadas a ello en virtud de una norma legal o estatutaria, o bien que las partes acuerden someterse de forma voluntaria al arbitraje de la Comisión. En consecuencia, también los preceptos transcritos vienen a exigir como ineludible la existencia del acuerdo mediante el cual la cooperativa y sus socios manifiestan su voluntad, ya sea expresa o tácitamente, de someter a arbitraje todas o algunas de las controversias que hayan podido surgir entre ellos.

Pues bien, si para el sometimiento de una cuestión a arbitraje es fundamental la previa voluntad de las partes, es evidente que para dar por finalizado un determinado procedimiento no puede obviarse ésta bajo ningún concepto. Es más, el propio Decreto 72/2006 citado en el párrafo precedente prevé en su artículo 27.1.b) la posibilidad de finalización del procedimiento a través de un Laudo por acuerdo de las partes. Por tanto, si las partes han decidido la forma en la que deben concluir sus discrepancias, el Árbitro designado para dirimirlas tan sólo debe limitarse a comprobar que lo acordado entre ellas forma parte de las facultades de disposición que a cada una le asisten, fiscalizando exclusivamente que no se oponga a lo previsto legalmente. 

TERCERO: Centrándonos en este momento en el contenido de la transacción que han logrado cerrar las partes en litigio, la misma es simple y se centra en dos puntos fundamentalmente:

1.- D. XXXXX renuncia expresamente al reembolso de las participaciones sociales o de cualquier otra cantidad que legalmente pudiera corresponderle como consecuencia de su baja como socio de la cooperativa de referencia, dándose enteramente por satisfecho. 
2.- La cooperativa demandada, como contraprestación, desiste de continuar con los trámites tendentes a la ejecución de la sanción impuesta a D. XXXXX, considerando la misma condonada con la renuncia al reembolso antes apuntada, procediendo a su archivo sin más trámite.


Lo que se pretende, por tanto, no es dejar sin efecto la sanción impuesta, porque ello significaría incumplir el previo acuerdo de la Asamblea General de 22 de febrero de 2013 que ratifica la previa decisión del Consejo Rector en tal sentido. Una transacción en los referidos términos podría acarrear algún tipo de responsabilidad a la vista de lo dispuesto en el artículo 27.b) de la Ley 20/2002, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, y en el artículo 15.m) de los vigentes Estatutos Sociales de la entidad que nos ocupa. Lo que realmente se pretende es proceder a la ejecución de la sanción pero condonando su importe con la cantidad que pudiera corresponderle al socio en el reembolso de sus participaciones sociales como consecuencia de su baja. Nada que objetar, por tanto, al acuerdo propuesto por las partes en litigio, mediante el cual la solicitante de arbitraje evita abonar el importe de la sanción acordada por el Consejo Rector y ratificada posteriormente por la Asamblea General y, por otra parte, la cooperativa demandada evita descapitalizar su activo al no verse obligada a realizar ninguna salida en concepto de reembolso de participaciones.
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	Atendiendo a todo lo expuesto, el árbitro designado en este procedimiento, por la autoridad que le confiere el artículo 28 del Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, dicta el siguiente


LAUDO ARBITRAL

Se accede a que el contenido del acuerdo alcanzado por D. XXXXX y la entidad XXXXX, mediante el cual se pretende poner término a la cuestión litigiosa planteada, forme parte del Laudo que concluye el procedimiento arbitral de referencia. En consecuencia, se hace constar que:
1.- D. XXXXX renuncia expresamente al reembolso de las participaciones sociales o de cualquier otra cantidad que legalmente pudiera corresponderle como consecuencia de su baja como socio de la cooperativa de referencia, dándose enteramente por satisfecho. 
[bookmark: _GoBack]2.- La cooperativa XXXXX, como contraprestación, desiste de continuar con los trámites tendentes a la ejecución de la sanción impuesta al socio solicitante de arbitraje, debiéndose entender condonada la misma con la renuncia de D. XXXXX a percibir las cantidades en concepto de reembolso indicadas en el párrafo precedente, procediéndose a su archivo sin más trámite.


	El presente Laudo Arbitral será eficaz desde su notificación a las partes contendientes, la cual se llevará a cabo a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, no cabiendo contra él recurso ordinario, pudiéndose interponer los recursos extraordinarios de anulación y revisión previstos en el Título VII de la Ley 60/2003, de Arbitraje. 

En Toledo, a 19 de junio de 2014
EL ÁRBITRO



FDO.: José Francisco Duchel Rubio
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